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En 2008, el Comité Nacional para los 
Refugiados (CONARE) brasileño celebra 
su 10º aniversario. Creado en 1997 por 
la Ley sobre Refugiados, CONARE 
es un organismo interministerial e 
interinstitucional que trabaja para 
determinar los requisitos para alcanzar la 
condición de refugiado, promover políticas 
públicas relativas a los refugiados, elaborar 
y diseñar actividades de reasentamiento y 
regular el marco legal del asilo en Brasil. El 
Comité está compuesto por representantes 
de los ministerios de Justicia, Asuntos 
Exteriores, Trabajo, Sanidad y Educación, 
así como del Departamento de Policía 
Federal y de Caritas Arquidiocesana, 
una ONG que lleva mucho tiempo 
dedicada a la protección y a la asistencia 
de los refugiados en este país. ACNUR 
interviene en calidad de observador. 
Como primer foro en América Latina 
donde el gobierno, la sociedad civil y las 
Naciones Unidas trabajan juntos para 
elaborar políticas y procedimientos sobre 
los refugiados, CONARE tiene mucho 
que celebrar. La Ley sobre Refugiados, 
de 1997, fue el primer acto legislativo 
de América del Sur que consideró las 
“violaciones graves y generalizadas 
de los derechos humanos” como base 
legítima para obtener la condición de 
refugiado y se convirtió en un modelo 
para otros países de la región.1 ACNUR 
estima que el procedimiento para la 
obtención de asilo en Brasil es uno de los 
más justos y democráticos del mundo. 
CONARE ha delimitado y ampliado la 
Ley. En concreto, una resolución posterior 
extiende la condición de refugiado a los 
miembros de la familia,2 de forma que no 
sólo la pareja legítima y los hĳos menores 
de edad pueden obtener igualmente el 
estatuto de refugiado, sino también los 
progenitores, hĳos huérfanos menores 
de edad, nietos, bisnietos y sobrinos. Así, 
CONARE va más allá de lo requerido 
por la Convención de 1951 y promueve 
un concepto más amplio del derecho 
del refugiado a la vida familiar. 
Las decisiones sobre el estatus de 
refugiado tomadas por CONARE 
han reconocido la persecución por 
motivos de género, han otorgado una 
consideración especial a los hĳos y 
otros grupos de riesgo y han admitido 
la naturaleza complementaria del 
asilo y el desplazamiento interno.3 
Asimismo, el Comité ha decidido no 
acatar las nuevas doctrinas legales, 
como la de la “alternativa de huida 
interna” y la del “tercer país seguro”, 
a ﬁn de mantener un planteamiento 
individualizado para cada caso particular. 
Asilo e integración
Al amparo de la Ley sobre Refugiados, 
los solicitantes de asilo en Brasil tienen 
derecho a trabajar, a residir temporalmente 
en el país y a utilizar los servicios públicos 
de salud y educación hasta que se adopte 
una decisión sobre su caso. También se 
les permite moverse libremente por el 
territorio. Obtienen asistencia durante el 
procedimiento de asilo a través de una 
red formada por unas 96 organizaciones 
de la sociedad civil (con mucho, la red 
de apoyo a refugiados más grande de 
América Latina), en estrecha colaboración 
con el gobierno y ACNUR. Los solicitantes 
pueden disponer de viviendas, clases 
de lengua y asistencia letrada en varios 
estados. Por otro lado, CONARE ha 
dado prioridad a la formación de los 
que participan en el proceso de asilo. 
En 2007, el personal técnico del Comité, 
junto con ACNUR, viajó por todo el país 
con el objeto de fortalecer la capacidad 
del sistema de determinación nacional 
entre ONG y oﬁciales de la policía 
federal, lo cual mejoró signiﬁcativamente 
la calidad de dicho procedimiento. 
La justicia y la profesionalidad del sistema 
de asilo se traducen en un mayor número 
de personas que buscan protección 
en Brasil. En 1998, cuando CONARE 
acababa de constituirse, el país albergaba 
a 1.991 refugiados reconocidos en sus 
fronteras. La cifra aumentó a 2.884 en 
2002 y, en la actualidad, acoge a 3.857 
refugiados de 70 nacionalidades distintas. 
La integración social y económica supone 
el mayor desafío hasta la fecha. Aunque 
los refugiados tienen derecho a todos 
los servicios públicos básicos, no se 
cubren algunas de sus necesidades ni 
desamparo especíﬁcos. ACNUR intenta 
atenderlos y, durante años, ha sido el 
mayor donante en programas de vivienda 
e integración. Además, su contribución 
se complementa con unos fondos 
del gobierno de 470.000 dólares para 
2005-07. Estos recursos son transferidos 
directamente a Caritas Arquidiocesana, 
que pone en práctica actividades de 
integración social para los refugiados, 
como clases de portugués, asistencia 
psicológica y formación profesional. 
También es posible obtener comida, 
atención sanitaria y apoyo ﬁnanciero 
durante un periodo máximo de seis meses. 
El sector privado empieza a participar en 
las iniciativas de integración local. Las 
Asociaciones Nacionales de Empresa 
(SENAI) y de Comercio (SENAC) 
desarrollan la capacidad profesional, 
mientras que la Cámara de Empresarios 
Comerciales (SESC) incorpora a refugiados 
en sus programas de salud y educación, 
además de ofrecerles formación técnica. 
Por último, la naturaleza de la legislación 
brasileña también favorece la integración. 
A diferencia de muchos países, que 
aplican sistemas de protección temporal, 
expulsiones forzadas y restricciones a 
la residencia permanente, en Brasil los 
refugiados pueden solicitar un visado 
permanente y la ciudadanía al cabo de 
seis años de residencia en el país. 
Reasentamiento
Brasil ha reforzado su posición como 
país emergente de reasentamiento. Desde 
que el Gobierno ﬁrmó el Acuerdo de 
Reasentamiento con ACNUR en 1999, 
se han reasentado 373 personas de siete 
nacionalidades distintas. CONARE da 
prioridad a la protección de dos grupos 
vulnerables: los refugiados sin protección 
La solidaridad internacional y la responsabilidad compartida 
que se maniﬁestan en la protección de los refugiados en Brasil 
contrastan fuertemente con las tendencias restrictivas que se 
pueden observar en otros muchos países. 
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física y jurídica y las mujeres en situación 
de riesgo. La atención especial a las 
mujeres en peligro, sobre todo a las que 
son cabeza de familia o sobrevivientes 
de la violencia, ha obtenido resultados 
extremadamente positivos en cuanto 
a la integración local. Se calcula que el 
20% de los refugiados reasentados en el 
país son mujeres cabezas de familia. 
En 2004, en el marco del Plan de Acción 
de México para fortalecer la protección 
internacional de los refugiados en 
América Latina,4 Brasil propuso una 
iniciativa regional pionera denominada 
Programa de Reasentamiento Solidario. 
Basado en los principios de solidaridad 
internacional y de la responsabilidad 
compartida, el programa invita a los 
países a reasentar a los refugiados 
acogidos en la actualidad por los países 
de la región donde se acusa de forma 
desproporcionada su aﬂuencia masiva, 
como en el caso de Ecuador y Costa 
Rica, que reciben grandes contingentes 
de personas que huyen de Colombia. 
El programa no sólo ha logrado fomentar 
el reasentamiento en países como Chile y 
Argentina, sino que también ha reforzado 
en gran medida la iniciativa brasileña. 
En un esfuerzo descentralizador, 22 
ciudades de todo el país han participado 
en él, además de otros 80 nuevos 
socios del sector público y privado. Se 
han programado nuevas misiones de 
reasentamiento en Ecuador y CONARE 
aprueba frecuentemente la admisión de 
refugiados procedentes de Colombia.
Otra gran innovación del programa 
brasileño consiste en el procedimiento 
de reasentamiento de emergencia, 
establecido en 2005, mediante el cual 
las solicitudes de los refugiados que se 
encuentran en peligro inminente pueden 
ser examinadas en unas 72 horas. Si se 
aprueba el reasentamiento, llegan a Brasil 
en siete días como máximo. Desde ﬁnales 
de 2007, se han sometido 60 casos a este 
procedimiento con un resultado favorable. 
Gracias a su sólida experiencia en 
reasentamientos en América Latina, 
CONARE ha decidido ampliar su 
programa fuera de la región. En 2007, 
un grupo de 108 refugiados palestinos 
llegaron a Brasil procedentes del campo 
de Ruweished, en el desierto jordano, 
huyendo de la persecución en Iraq, 
después de que se les negara la protección 
en varios países que tradicionalmente 
habían concedido reasentamientos. 
Desafíos para el futuro
Pese a estos diez años de avances 
positivos, persisten muchos desafíos. El 
mayor de ellos consiste en la autonomía 
y la sostenibilidad de los refugiados. Las 
deﬁciencias en educación y formación 
profesional diﬁcultan a algunos refugiados 
la tarea de encontrar trabajos adecuados 
u oportunidades de tener ingresos en el 
país, algo que, por supuesto, comparten 
con algunos nacionales brasileños.
La descentralización de la asistencia a los 
refugiados supone también un problema 
para un país del tamaño de un continente, 
como es Brasil. Se están poniendo en 
práctica nuevas inversiones, asociaciones 
con gobiernos locales y campañas de 
información pública a ﬁn de mejorar la 
calidad del acogimiento de refugiados 
y su atención en todas las partes del 
país, y optimizar los procedimientos 
de asilo y la integración local. 
En resumen, el principal reto a que 
debe enfrentarse el Comité consiste 
en fomentar la integración total de 
los refugiados, facilitando su acceso a 
las prestaciones sociales, además de 
fomentar una mayor participación del 
sector privado. Creemos que la estructura 
tripartita (gobierno, sociedad civil y 
Naciones Unidas) establecida para la 
aplicación de la política sobre refugiados 
en Brasil constituye la principal ventaja 
de CONARE y un modelo para otros 
comités nacionales de todo el mundo. 
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El compromiso de la Organización 
Internacional para las Migraciones 
(OIM) con el problema de la trata de 
personas en Japón se remonta a 1996, 
fecha en la que publicó un informe donde 
exponía la inaceptable situación de las 
mujeres ﬁlipinas que habían llegado a 
Japón víctimas de la trata. Ese informe 
y otras advertencias anteriores lanzadas 
por diversas ONG recibieron escasa 
atención pública. Sin embargo, en 2003 
el Comité de las Naciones Unidas para 
la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer1 recomendó al gobierno 
japonés que aumentara sus esfuerzos 
por combatir la trata de personas y, en 
2004, el Departamento de Estado de los 
Estados Unidos, en su Informe Anual 
sobre la Trata de Personas2 , incluía a 
Japón en el nivel 2 de su deshonrosa 
lista, lo cual incitó al gobierno a mostrar 
una mayor voluntad por reconocer 
el problema de la trata en Japón. 
Un Equipo de Trabajo Interministerial, 
establecido en abril de 2004, adoptó el 
Plan de Acción Nacional en diciembre 
de dicho año, que entró en vigor en abril 
de 20053. Mientras tanto, el parlamento 
japonés ratiﬁcó el Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas Especialmente Mujeres 
y Niños (Protocolo de Palermo), que 
complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional.4 Se 
enmendaron varias leyes y normativas 
durante los meses siguientes para 
evitar la trata, tipiﬁcarla como delito y 
proteger a sus víctimas5, acciones todas 
ellas inusualmente presurosas para el 
gobierno japonés, sobre todo si se tiene 
en cuenta la gran sensibilidad que existe 
en Japón por los temas vinculados a los 
derechos humanos de los inmigrantes.  
Como representante de los derechos 
humanos y del interés de las víctimas, 
